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Bogotá D.C, veintisiete (27) de marzo de dos mil veintitrés (2023)  

 

 
 

A N T E C E D E N T E S: 
 

Procede el despacho a desatar la acción de tutela instaurada por 
RICARDO TORRES BELMONTE en contra de la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES a fin de que se le 
ampare su derecho fundamental de petición.  

 
 Entre otros se citaron los siguientes hechos: 

 
• Manifiesta el tutelante que, el 3 de febrero de 2023 radicó 

derecho de petición con No 2023-1835960 ante la tutelada 

solicitando el cumplimiento del fallo emitido por el Juzgado 1 
Transitorio Laboral del Circuito de Bogotá del 26 de octubre 

de 2021. 
• Resalta el tutelante que el Fallo fue confirmado por el Tribunal 

Superior de Bogotá – sala laboral el 31 de agosto de 2022. 
• Indica la accionada que ya ha pasado más de un mes y que a 

la fecha aún la accionada no ha dado respuesta. 
 

P R E T E N S I O N   D E L     A C C I O N A N T E 
  

“Señor Juez muy respetuosamente le solicito que, en uso de su 
potestad e investidura, imparta justicia, en el sentido de ordenar a la 

accionada, se sirva contestar la petición elevada de forma satisfactoria y 
de fondo, dado que se cumplen con todos los requisitos de Ley, con el fin 

de que cese la violación a los derechos relacionados anteriormente.” 

 
C O N T E S T A C I O N    A L    A M P A R O 

 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 

COLPENSIONES, conforme lo ordenado en el auto admisorio, procedió a 

descorrer el traslado de la presente acción, a través de MALKY KATRINA 

FERRO, obrando en calidad de directora de la Dirección de Acciones 

Constitucionales, quien manifiesta que: 

 
Para el caso del señor RICARDO TORRES BELMONTE, informa que 

frente al cumplimiento de las sentencias que son objeto de la presente 
acción de tutela, precisa que no es un trámite de proceder inmediato por 
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tener actuaciones complejas de áreas administrativas e 

interadministrativas. 
 

Resalta la accionada que la tutela no es el mecanismo idóneo para la 
solicitar y verificar el cumplimiento de las disposiciones judiciales, como 

si lo es la acción ejecutiva de la que no se evidencia el haber sido 

adelantada y de la que se solicita declarar improcedente la acción de 
tutela presente, pues resulta improcedente frente al amparo solicitado. 

 
La accionada en la contestación resalta con estadística y resultados el 

procedimiento que ayuda al cumplimiento de los fallos y sentencias 
teniendo en claro que estos son dictados por funcionarios judiciales e 

indiscutibles, pero que así mismo esto conlleva mecanismos 
constitucionales diferentes a los normales. Demostrado lo anterior en el 

siguiente gráfico. 
 

 
 

 
Como se indicó, las gestiones internas que realiza Colpensiones, previas 

al cumplimiento de una sentencia tales como, identificar al ciudadano 

beneficiario, validar la documentación jurídica, determinar la información 
necesaria para el reconocimiento de la prestación económica, verificar 

que no exista duplicidad de sentencias o pagos, emitir los actos 
administrativos a que haya lugar, realizar las apropiaciones 

presupuestales, la inclusión en nómina, entre otras, no solo están 
dirigidas al cumplimiento de la providencia judicial, adicionalmente en 

esta fase se identifican, actuaciones proferidas con el propósito de 
defraudar al sistema, usurpar sus recursos o lograr un beneficio particular 

sin el cumplimiento de los requisitos legales, como puede suceder en los 
traslados al régimen de prima media, pues no se debe olvidar que este es 

un fondo común, por lo que se pueden ver afectados a futuro otros 
posibles beneficiarios. 

 
Ante tal problemática, la etapa del pago o cumplimiento del fallo es una 

de las faces en las que la entidad, realiza el análisis pertinente con el 

propósito de identificar fraudes u obtención de prestaciones económicas 
con fundamento en conductas delictivas o situaciones de abuso del 

derecho, las cuales, solo son detectables una vez proferidas las 
sentencias, en la medida que, en esta etapa se conoce la decisión 

definitiva adoptada por la autoridad judicial. 
 

De otra parte, tal como se ha venido manifestando en el presente 
escrito, es menester, tener en cuenta que la orden del fallo ordinario es 

una de aquellas considerada “orden compleja”, pues para acatarse, 
Colpensiones debe desarrollar actuaciones administrativas que no le son 

imputables únicamente la entidad, sino que además se requiere de la 
intervención de fondo de pensiones PORVENIR por lo que hasta que esta 

no desarrolle las actividades a su cargo, no será posible acatar 
integralmente el fallo ordinario laboral, toda vez que inicialmente se debe 

realizar una gestión para que la afiliación de Colpensiones quede 

sincronizada en SIAFP lo cual depende de la AFP y del administrador de 



Sistema, posteriormente debe realizarse el traslado de los recursos que 

se encontraban en la AFP, para poder proceder a verificar la imputación y 
actualizar la historia laboral. 

 
Así las cosas, el Juez Constitucional, deberá tener en cuenta todas las 

circunstancias anteriormente señaladas, para determinar en el caso 

concreto, que COLPENSIONES no ha vulnerado derechos fundamentales 
del accionante y en cambio se encuentra desarrollando todas las 

actuaciones necesarias para que la AFP PORVENIR, adelante las gestiones 
a su cargo. 

 
Conforme a lo señalado en el artículo 7 y 8 del Decreto 3995 de 2008 

modificado por el Decreto 1833 de 2019, la mencionada AFP debe realizar 
el traslado de sus aportes a Colpensiones junto con la respectiva entrega 

del archivo de la historia laboral y el detalle de aportes realizados durante 
su permanencia en el Régimen de Ahorro Individual con solidaridad - 

RAIS, archivo necesario para efectuar el cargue en las bases de datos de 
Colpensiones. Lo anterior con la finalidad de que dicha información se vea 

reflejada en la historia laboral debidamente actualizada de cada afiliado. 
 

El proceso de traslado de aportes desde el Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad – RAIS al de Régimen de Prima Media, está 
compuesto de varios pasos, que pasan por el envío del valor acumulado 

en la cuenta individual, pero también del reporte de la historia laboral al 
RPM, para que sea posible actualizar la información, mientras toda la 

información no sea entregada por la AFP, no es posible la actualización de 
la información en el RPM. 

 
En esta etapa del proceso es preciso indicar que aun cuando las AFP 

realicen el pago de aportes, si NO han realizado él envió del archivo plano 
a Colpensiones con el detalle de la información, no es posible que el 

proceso de traslado finalice; simplemente significa ello que la AFP realizó 
un pago, pero se requiere finalizar este proceso con el reporte del archivo 

de actualización a Colpensiones.  
 

En este punto es necesario mencionar que el procedimiento descrito 

corresponde a lo reglado en el en el artículo 7 y 8 del Decreto 3995 de 
2008 modificado por el Decreto 1833 de 2019; el último obliga a trasladar 

información por medio magnético o electrónico. Solamente con la 
marcación S (SI) CONSISTENTE, todos sus datos pueden viajar al RPM y 

ser conocidos por COLPENSIONES. 
 

La tutelada en aras de cumplir con lo ordenado en la providencia 
menciona también ser cuidadosa con los recursos protegiéndolos de tal 

manera que la entidad está en lucha contra la corrupción diciendo lo 
siguiente: 

 
“Como se indicó, las gestiones internas que realiza Colpensiones, 

previas al cumplimiento de una sentencia tales como, identificar al 
ciudadano beneficiario, validar la documentación jurídica, 

determinar la información necesaria para el reconocimiento de la 

prestación económica, verificar que no exista duplicidad de 
sentencias o pagos, emitir los actos administrativos a que haya 

lugar, realizar las apropiaciones presupuestales, la inclusión en 
nómina, entre otras, no solo están dirigidas al cumplimiento de la 

providencia judicial, adicionalmente en esta fase se identifican, 
actuaciones proferidas con el propósito de defraudar al sistema, 

usurpar sus recursos o lograr un beneficio particular sin el 
cumplimiento de los requisitos legales, como puede suceder en los 



traslados al régimen de prima media, pues no se debe olvidar que 

este es un fondo común, por lo que se pueden ver afectados a futuro 
otros posibles beneficiarios.” 

 
En el escrito la tutelada describe que esta es una de las ordenes complejas 

pues es un mandato y que a su vez estas requieren de ser analizadas en 

un lapso de tiempo significativo por lo que conllevan ser revisadas y 
decididas por diferentes autoridades, basados en el auto 111 de 2019 de 

la Corte Constitucional, 
 

“La obligación de hacer se hace compleja en este caso, 
porque su ejecución desborda las competencias de PAR 

TELECOM y pasa a involucrar a otras instituciones estatales, 
empezando por el MINTIC, como segundo obligado directo, la 

Comisión Nacional del Servicio Civil –CNSC- y el 
Departamento Administrativo de la Función Pública –DAFP–, 

como entidades de apoyo técnico, y solo indirectamente, a 
toda la institucionalidad pública que las entidades 

involucradas en el seguimiento requirieron para que ayudaran 
en la ejecución de la medida (infra).” 

 

 
Si bien es cierto que el accionante acude a la acción de tutela en aras 

de lograr la protección de derechos fundamentales presuntamente 
amenazados por Colpensiones, queda demostrado en la presente 

contestación que la Entidad no ha incurrido en tal vulneración, pues se 
debe tener en cuenta que tomar la decisión de fondo a las pretensiones 

del accionante va en contra de lo ordenado por el juez y excede las 
competencias del juez constitucional.  

 
Finalmente, solicita la tutelada que se nieguen las pretensiones de la 

parte accionante, por demostrarse que la accionada se encuentra en aras 
de dar cumplimiento al fallo en un tiempo prudente por todo el trámite 

que acarrea el cumplimiento de la orden judicial. 
 

T R A M I T E   P R O C E S A L 

 
 La mencionada acción fue admitida por auto del trece (13) de marzo 

de 2023, en el que se ordenó la notificación a la entidad accionada y se 
le concedió el termino perentorio de dos (02) días, para que se pronuncie 

sobre los hechos sustento de la presente tutela.  
 

Se encuentra el presente asunto para decidir y a ello se procede, 
observándose que no se ha incurrido en causal de nulidad que invalide lo 

actuado, previas las siguientes, 
 

C O N S I  D E R A C I O N E S : 
 

1.- Ha de partir el Despacho por admitir su competencia para conocer 
el presente asunto, conforme lo previsto en el artículo 37 del Decreto 

2591 de 1991 y artículo 8 del Decreto 306 de 1992. 

 
2.- La acción de tutela se encuentra consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política como un mecanismo para la protección inmediata de 
los derechos fundamentales de las personas, cuando los mismos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades o 
particulares en ciertos casos. 

 



La finalidad última de esta causa constitucional es lograr que el Estado, 

a través de un pronunciamiento judicial, restablezca el derecho 
fundamental conculcado o impida que la amenaza que sobre él se cierne 

se configure. 
 

3.- Se encuentra que las exigencias del petitum se centran en que se 

ordene a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES- 

COLPENSIONES, contestar el derecho de petición que se radico el día 3 

de febrero de 2023, mediante el cual solicitaba el cumplimiento al fallo 

del Juzgado 1° transitorio laboral del Circuito de Bogotá D.C., pues 

considera que con la omisión de la entidad accionada se está vulnerando 

su derecho de petición. 

4.- El derecho de petición, se define como la facultad de presentar 
solicitudes respetuosas a las entidades públicas y privadas y de obtener 

respuesta oportuna, clara, completa y de fondo al asunto solicitado.  
 

Conforme lo ha resaltado la H. Corte Constitucional en Sentencia T-
487/17, es: 

 

 “a) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos 
respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 

nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; b) la 
respuesta oportuna, es decir, dentro de los términos 

establecidos en el ordenamiento jurídico; c) la respuesta de 
fondo o contestación material, lo que supone que la autoridad 

entre en la materia propia de la solicitud, sobre la base de su 
competencia, refiriéndose de manera completa a todos los 

asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición y 
la respuesta), excluyendo fórmulas evasivas o elusivas; y d) la 

pronta comunicación de lo decidido al peticionario, con 
independencia de que su sentido sea positivo o negativo.”  

 
     A su vez, en Sentencia T 230 de2020, se ha establecido:  

 

En virtud del derecho de petición cualquier persona podrá dirigir 
solicitudes respetuosas a las autoridades, ya sea verbalmente, 

por escrito o por cualquier otro medio idóneo (art. 23 CN y art. 
13 CPACA). En otras palabras, la petición puede, por regla 

general, formularse ante autoridades públicas, siendo, en 
muchas ocasiones, una de las formas de iniciar o impulsar 

procedimientos administrativos. Estas últimas tienen la 
obligación de recibirlas, tramitarlas y responderlas de forma 

clara, oportuna, suficiente y congruente con lo pedido, de 
acuerdo con los estándares establecidos por la ley. En 

tratándose de autoridades judiciales, la solicitud también es 
procedente, siempre que el objeto del requerimiento no recaiga 

sobre procesos judiciales en curso.  
 

4.5.3. Pronta resolución. Otro de los componentes del núcleo 

esencial del derecho de petición, consiste en que las solicitudes 
formuladas ante autoridades o particulares deben ser resueltas 

en el menor tiempo posible, sin que se exceda el término fijado 
por la ley para tal efecto.  

 
Como ya se anunciaba, el plazo para la respuesta de fondo se 

contabiliza desde el momento en que la autoridad o el particular 
recibieron la solicitud por cualquiera de los medios habilitados 



para tal efecto, siempre que estos permitan la comunicación o 

transferencia de datos.  
 

En otras palabras, los términos para contestar empiezan a 
correr a partir de que el peticionario manifiesta su 

requerimiento, (i) ya sea verbalmente en las oficinas o medios 

telefónicos, (ii) por escrito –utilizando medios electrónicos que 
funcionen como canales de comunicación entre las dos partes, 

o por medio impreso en las oficinas o direcciones de la entidad 
pública o privada–, o (iii) también por cualquier otro medio que 

resulte idóneo para la transferencia de datos. 4.5.6.1. Formas 
de canalizar las peticiones. El derecho de petición se puede 

canalizar a través de medios físicos o electrónicos de que 
disponga el sujeto público obligado, por regla general, de 

acuerdo con la preferencia del solicitante. Tales canales físicos 
o electrónicos pueden actuarse de forma verbal, escrita o por 

cualquier otra vía idónea que sirva para la comunicación o 
transferencia de datos. 

 
 Por su parte, los medios electrónicos son herramientas que 

permiten la producción, almacenamiento o transmisión 

digitalizada de documentos, datos e informaciones, a través de 
cualquier red de comunicación abierta o restringida. Esta última 

supone un diálogo entre sujetos –al menos un emisor y un 
receptor– en el que se da una transmisión de señales que tienen 

un código común. Estas herramientas tecnológicas se 
encuentran contenidas en las Tecnologías de la Información y 

las Comunicaciones (TIC), que son “el conjunto de recursos, 
herramientas, equipos, programas informáticos, aplicaciones, 

redes y medios, que permiten la compilación, procesamiento, 
almacenamiento, transmisión de información como voz, datos, 

texto, video e imágenes.” Dentro de estos servicios se resaltan 
los de telemática e informática en los que se ubica la Internet, 

hoy por hoy, medio que, por excelencia, facilita la transmisión 
de información y comunicaciones entre la población.  

 

4.5.6.1.2. De acuerdo con el artículo 5 del CPACA, la 
formulación de peticiones podrá realizarse por cualquier medio 

tecnológico disponible por la entidad pública. Y, de manera 
armónica con lo anterior, el artículo 7 del mismo código 

establece como deberes de las entidades, por una parte, 
adoptar medios tecnológicos para tramitar y resolver las 

solicitudes, y, por la otra, gestionar todas las peticiones que se 
alleguen vía fax o por medios electrónicos.  

 
En este orden de ideas, el CPACA no se limita a unos canales 

específicos para permitir el ejercicio del derecho de petición, 
sino que, en su lugar, adopta una formulación amplia que 

permite irse adecuando a los constantes avances tecnológicos 
en materia de TIC´s. En otras palabras, el marco normativo que 

regula el derecho de petición abre la puerta para que cualquier 

tipo de medio electrónico que sea idóneo para la comunicación 
o transferencia de datos, pueda ser tenido como vía para el 

ejercicio de esta garantía superior.  
 

En este orden de ideas, las peticiones formuladas a través de 
mensajes de datos en los diferentes medios electrónicos 

habilitados por la autoridad pública –siempre que permitan la 



comunicación–, deberán ser recibidos y tramitados tal como si 

se tratara de un medio físico.  
 

 
4.5.6.1.5. En suma, las solicitudes que se presenten ante las 

autoridades podrán realizarse por vía verbal, escrita o cualquier 

otro medio idóneo que sirva para la comunicación, para lo cual, 
por regla general, el particular tendrá la posibilidad de escoger 

entre canales físicos o electrónicos que hayan sido habilitados 
por la entidad. Cada autoridad tiene la posibilidad de determinar 

cuáles son los espacios tantos físicos como electrónicos de que 
dispondrá para mantener comunicación con la ciudadanía, 

teniendo en cuenta sus funciones, presupuesto y posibilidad de 
atención efectiva. En todo caso, siguiendo lo dispuesto en la ley 

y conforme a la jurisprudencia se aclara que cualquier tipo de 
medio tecnológico habilitado por la entidad y que funcione como 

un puente de comunicación entre las personas y las entidades, 
podrá ser utilizado para el ejercicio del derecho fundamental de 

petición. De ahí que, siempre deberá ser atendido por los 
funcionarios correspondientes para dar respuesta a las 

solicitudes, quejas, denuncias y reclamos que se canalicen por 

dicho medio.  
 

4.5.6.2.2. En conclusión, en ningún caso la autoridad 
concernida podrá rechazar alguna de las manifestaciones que 

configuran el ejercicio del derecho de petición. Ni siquiera en el 
evento de que no se cumpla con el contenido mínimo dispuesto 

en el artículo 16 de la Ley 1437 de 2011[99], ya que la 
autoridad tiene la carga de requerir al interesado la información, 

documentación o trámites necesarios para adoptar una decisión 
de fondo. Durante el tiempo en que se corrige o completa la 

petición, no correrán los plazos que exige la ley para la 
contestación. 

 
 

En orden a lo anterior, la contestación plena es aquella que asegure 

que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido 
la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o 

no a sus intereses y en el caso que aquí nos ocupa, es evidente que no 
ha dado una respuesta al usuario de la petición que radico el 3 de febrero 

de 2023, pues si bien es cierto, el tutelante tiene otras vías para hacer 
cumplir el fallo proferido por el Juzgado 1° transitorio Laboral del Circuito 

de Bogotá D.C., lo cierto es que, el derecho de petición en efecto está 
siendo vulnerado por COLPENSIONES, pues si le hacen falta documentos 

o depende de la AFP PORVENIR S.A. para cumplir la Sentencia laboral, 
bien podía informárselo al accionante, pero en lugar de ello ha guardado 

silencio y no le ha contestado nada. 
 

Por tanto, basta con todo lo anteriormente expuesto para indicarle a 
las partes que el amparo constitucional respecto al DERECHO DE 

PETICION saldrá avante, por cuanto no basta con indicar que no se ha 

podido cumplir con una orden para dar por sentado que las solicitudes se 
han evacuado de manera debida, sino que es necesario que la entidad 

receptora dé contestación al usuario, pues es evidente que existe una 
petición que está radicada desde el 3 de febrero de 2023, la cual a la 

fecha no ha sido resuelta en favor o no de los intereses del actor, 
respuesta que debe ser clara y de fondo, debe ser contestada punto por 

punto, pues debe garantizarse que el derecho de petición no sea 



trasgredido por parte de ninguna entidad o particular, como está 

ocurriendo en este caso 
 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO TREINTA Y UNO DE 
FAMILIA DE BOGOTÁ, D.C., ADMINISTRANDO JUSTICIA EN 

NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, 

 
R E S U EL V E: 

 
PRIMERO: TUTELAR EL DERECHO de PETICION incoado por 

RICARDO TORRES BELMONTE en contra de la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES. 

 
SEGUNDO: ORDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES que a través de su representante 
legal o quien haga sus veces, y en el término de CUARENTA Y OCHO 

(48) HORAS, si aún no lo ha hecho, proceda a contestar de fondo, de 
manera clara, detallada y completa, en la dirección de notificación del 

accionante, la respuesta al derecho de petición radicado el 3 de febrero 
de 2023 bajo radicado No. 2023_1835960, conforme lo indicado en la 

parte considerativa de esta providencia. 

 
TERCERO: Comuníquesele a las partes, en forma rápida y por el medio 

más expedito, de conformidad a lo consagrado en el Art.16 del Decreto 
2591 de 1991. 

 
CUARTO: Si este fallo no es impugnado envíese a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 
 

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE, 
LA JUEZ; 

 
MARIA EMELINA PARDO BARBOSA 

MARU 
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